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Panel integrado por su presidenta, la Juez Coll Martí; la Juez 

Lebrón Nieves y la Juez Méndez Miró 
 
Lebrón Nieves, Juez Ponente 
 

 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 18 de septiembre de 2018. 

Comparecen ante este Tribunal de Apelaciones la señora 

Margarita Rivera Rodríguez, su esposo, señor Juan Millán 

Fuentes y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta 

por ambos (en adelante, parte demandada apelante), y nos 

solicitan la revocación de la Sentencia emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Carolina en Río Grande, el 23 de enero 

de 2018 y notificada el 3 de febrero de 2018.  

Mediante el referido dictamen, el foro a quo emitió Orden de 

interdicto y en consecuencia, autorizó la construcción de la verja 

por la colindancia aducida por el perito de la parte demandante 
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apelada. A su vez, el foro primario ordenó que la parte demandada 

apelante “permita y no impida la construcción de la verja so pena 

de desacato”. Por último, el foro apelado le impuso a la parte 

demandada apelante la suma de $300.00 por concepto de 

temeridad y por las costas y gastos del caso. 

Con posterioridad a la presentación del recurso de epígrafe, 

el 9 de mayo de 2018 la parte demandada apelante presentó 

Moción Urgente en Auxilio de Jurisdicción en Solicitud de Orden 

Para la Paralización de los Procedimientos Ante el Tribunal de 

Primera Instancia. Examinada la antes referida moción, el 10 de 

mayo de 2018 este foro apelativo decretó la paralización de los 

procedimientos. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la Sentencia apelada. Consecuentemente, se ordena la 

continuación de los procedimientos ante el Tribunal de Primera 

Instancia. 

I 

Conforme surge del expediente ante nuestra consideración, 

el 28 de septiembre de 2016, el señor William Carrasquillo 

Vázquez y su esposa, señora Edith Ivelisse Santiago Delestre (en 

adelante, parte demandante apelada), presentaron Demanda 

sobre injunction preliminar y permanente y daños y perjuicios en 

contra de los demandados apelantes. En la referida Demanda se 

alegó, entre otras cosas, que: 

4. [. . .], el demandante ha estado intentando cercar 

su finca de manera que delimite su propiedad y la de 
sus vecinos, los demandados, pero esto ha resultado 
imposible, puesto que la parte demandada no permite 
al demandante a así hacerlo. La parte demandada no 

acepta las colindancias como están establecidas en el 
Registro de la Propiedad. Se le han presentado las 
pruebas (planos, medidas) incluso mediante un perito 

agrimensor, pero los demandados rehúsan escuchar 
razones o permitir la erección de la verja. En lugar de 
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acudir a pedir los remedios en ley que entienda le 
correspondan, la parte demandada se ha dedicado a 

hostigar y llevar casos frívolos de ley 140 y 284 contra 
el demandante y a amenazar la seguridad de su 
familia. Los demandados acostumbran [a] caminar 
por la finca machete en mano y no escatiman en usar 

dichas armas blancas para amedrentar a los 
demandantes y su familia. El demandado ha 
amenazado a la esposa del demandante y de los 
propios nietos de los demandados. Esto ha ocurrido 

en repetidas ocasiones. 
[. . .] 
 

9. [. . .]. Se requiere acción inmediata por la 
emergencia que significa el tener unas personas 
violentas y desalmadas, sin escrúpulos algunos de 
obedecer la ley y que se les indemnice por sus daños 

y perjuicios. 
[. . .] 
 
15. En el presente caso existe una reclamación válida 

por parte de los demandantes que justifica la 
concesión del remedio de interdicto permanente que 
se solicita por cumplirse todos y cada uno de los 

criterios que impone [la] doctrina a esos fines: [. . .]. 
 

El 4 de noviembre de 2016, la parte demandada apelante 

presentó Contestación a Demanda & Reconvención.1  

Luego de varias incidencias procesales, los días 17 de 

noviembre de 2016 y 2 de diciembre de 2016, el foro primario 

celebró el Juicio en su Fondo. En representación de la parte 

demandante apelada compareció la Lcda. Annette Rivero Marín y 

en representación de los demandados apelantes, compareció el 

Lcdo. Garry M. Jones Martínez. Como testigos de la parte 

demandante apelada compareció la misma parte demandante 

apelada, señor Carrasquillo Vázquez, la señora Santiago Delestre 

y el agrimensor, Néstor Monserrate Pérez, como perito. Mientras 

que, como testigos de la parte demandada apelante compareció 

la misma parte demandada apelante, señora Rivera Rodríguez y 

el señor Millán Fuentes. 

                                                 
1 El 2 de diciembre de 2017, el foro apelado emitió una Orden en la cual desestimó 

la Reconvención. El referido dictamen fue notificado el 3 de febrero de 2017. 
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Luego del desfile de prueba, el foro primario dictó sentencia 

el 23 de enero de 2017, la cual notificó el 3 de febrero de 2017. 

Mediante el referido dictamen, el foro a quo emitió Orden de 

interdicto y en consecuencia, autorizó la construcción de la verja 

por la colindancia aducida por el perito de la parte demandante 

apelada. El Tribunal de Primera Instancia emitió las siguientes 

Determinaciones de Hechos: 

1. El demandante es William Carrasquillo Vázquez, 
quien está casado por el régimen de separación 
de bienes con Edith Ivelisse Santiago Delestre.  

Junto a sus tres hijos menores de edad[,] son 
vecinos de Canóvanas, y residentes de la 
carretera 962 Interior calle Justina Rivera #14 en 

el barrio Cambalache en Canóvanas, PR 00929. 
Su dirección postal es calle 6 Sur #73B St. Just 
Carolina PR 00976. Su número de teléfono es el 
(787)602-6600. 

 
2. Los demandados son sus vecinos contiguos, 

Margarita Rivera Rodr[í]guez (también conocida 
como Margarita Rivera Laviera), y su esposo 

Juan Millán. Residen en la carretera 962 Interior 
calle Justina Rivera #13 en el barrio Cambalache 
en Canóvanas, PR 00929. La demandada 

adquirió el terreno por concepto de herencia. 
Viven con hija mayor de edad. 

 

3. El demandante adquirió el pleno dominio de su 
propiedad a tenor con escritura de compraventa 
#301 otorgada ante el notario Luis A. Arufat 

Pimentel el 28 de diciembre de 2005. La misma 
está hipotecada a tenor con escritura #670 de la 
misma fecha otorgada ante el notario Wilfredo 
Picorelli Osorio. Su esposa no comparece a la 

firma de la escritura de compraventa ni la de 
hipoteca. 

 

4. Desde que adquirió la finca, el demandante ha 
estado intentando cercar su finca de manera que 
delimite su propiedad y la de sus vecinos, los 

demandados, pero esto ha resultado imposible, 
puesto que la parte demandada no permite al 
demandante así hacerlo. La parte demandada no 
ha querido aceptar las colindancias como están 

establecidas en el Registro de la Propiedad y por 
los peritos que así se lo han informado, reiterado 
por el perito que testificó en la vista, Sr. Néstor 

Monserrate Pérez. Se le han presentado las 
pruebas (planos, escrituras, medidas) incluso 
mediante prueba pericial, pero los demandados 
han rehusado permitir la erección de la verja.  
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Sin embargo, en corte abierta en la vista 
evidenciaria, ambos demandados aceptaron que 

el punto entre las dos propiedades consiste de un 
tubo mohoso [h]incado en el suelo entre ambas 
propiedades que viaja en línea recta hacia el 
próximo punto, según identificado por la propia 

demandada y avalado por el demandado. Esta 
medida la ha tomado el perito según lo testificó 
en la vista, Sr. Néstor Monserrate Pérez, quien es 
el llamado a verificarla antes de [h]incarse la 

verja. 

[5]. La negativa temeraria de los demandados a 

permitir la erección de la verja entorpece el uso y 
disfrute de la propiedad del demandante de 
forma ilegal. Sus acciones contra el derecho de 
propiedad del demandante atentan contra la 

tranquilidad del demandante y de su familia, 
quienes tienen que ver y sufrir las acciones de la 
parte demandada. 

 

En vista de las anteriores Determinaciones de Hechos, el 

foro apelado concluyó, entre otras cosas, lo siguiente: 

En el presente caso existe una reclamación válida por 
parte de los demandantes que justifica la concesión 
del remedio de interdicto que se solicita por cumplirse 

todos y cada uno de los criterios que impone [la] 
doctrina a esos fines: 
 

a. Naturaleza de los daños que pueden 
ocasionárseles a las partes de concederse o 
denegarse el remedio: 
 

La parte demandante no ha podido construir un 
muro que demarque su colindancia y que permita 
mantener fuera de su propiedad animales que 
rondan sueltos por el área, y los demandantes. 

 
b. Probabilidad de que la parte promovente 

prevalezca eventualmente al resolverse el litigio en 

su fondo. 
 
Existen escrituras y planos registrados en el 
Registro de la Propiedad que favorecen la posición 

de la parte demandante. Existen numerosos 
procedimientos contra el demandante que la parte 
demandada no ha prevalecido y en que se le ha 
ordenado desistir de su conducta sin que hayan 

cumplido lo que les fuera ordenado. A la fecha 
ningún otro remedio tendrá o tiene la agilidad de 
un procedimiento como éste para que los 

demandantes tengan un remedio completo. 
[……..]. 
 

c. [L]a probabilidad de que la causa se torne 

académica si no se concede el injunction. 
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El criterio en torno a la academicidad de la causa 
está estrechamente relacionado con el de la 

irreparabilidad de los daños o de la existencia de 
un remedio adecuado en ley. Existe la 
probabilidad de que si se le permite a la parte 
demandada continuar el incumplimiento de las 

leyes y obligaciones, los demandantes sufran 
daños irreparables y de que para cuando se 
conceda el remedio ya haya pasado alguna 
desgracia, particularmente pues los demandados 

están armados constantemente, hay menores de 
edad y animales en ambas casas. 
 

d. [E]l posible impacto sobre el interés público del 
remedio que se solicita. 
 
De las alegaciones hechas por la parte 

demandante en el presente recurso se ha 
demostrado claramente el impacto adverso que les 
representa el incumplimiento de las leyes y 
reglamentos de la parte demandada sobre el 

bienestar y calidad de vida de los demandantes y 
sus familiares. 

 

No existiendo motivo para posponer este dictamen, se 
emite ORDEN de interdicto, se autoriza la 
construcción de la verja por la colindancia aducida 

por el perito de la parte demandante, y se ordena que 
la parte demandada permita y no impida la 
construcción de la verja so pena de desacato. 

 
Se imponen honorarios de abogado en la suma de 
$300.00 a la parte demandada por su obvia 
temeridad y contumacia en este caso, al igual que las 

costas y los gastos del caso. 
 

Inconforme con el aludido dictamen, la parte demandada 

apelante acude ante este foro apelativo y le imputa al Tribunal de 

Primera Instancia los siguientes errores: 

• Primer error: Erró el TPI al emitir un injunction 
permanente en contra de los demandados sin 
cumplir con los requisitos o condiciones 
establecidas en la Ley & jurisprudencia para ello; 

& adjudicar una controversia de derechos reales 
sobre colindancia de fincas mediante un 
procedimiento sumario a pesar de la objeción 
oportuna de la parte demandada y presentación de 

una reconvención en su apoyo solicitando la 
continuación de los procedimientos bajo el trámite 
de un pleito ordinario; coartando el derecho a 
descubrimiento de prueba y violando el Debido 

Proceso de Ley de los demandados; aun existiendo 
un remedio en Ley adecuado, entiéndase el trámite 
ordinario distinto al injunction & no existir un daño 
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inminente que justificara la perentoriedad del 
recurso adoptado por la corte. 

  

• Segundo error: Erró [el Tribunal de Primera 
Instancia] en su apreciación de la prueba 
ordenando la construcción de la verja o muro para 
separar los predios cuando el perito de la parte 
demandante manifestó durante su 

contrainterrogatorio que el plano que este había 
utilizado para guiar su mensura no tenía fecha ni 
firma de quien lo preparó; y mostraba la parcela 

de la Demandada con una cabida de 600 mts 
cuadrados menor a la certificada por el permiso de 
segregación otorgado por la Junta de Planificación 
para ambas fincas presentado en evidencia por la 

demandada; en adición a la existencia de signos 
aparentes de una colindancia prexistente 
consistente de una empalizada construida por un 
dueño anterior al demandante en un lugar distinto 

a la colindancia propuesta por el demandante. 
 

Con posterioridad a la presentación del recurso de epígrafe, 

el 13 de diciembre de 2017 la parte demandante apelada presentó 

Moción Informando Enmienda a la Sentencia y Desestimación del 

Recurso por Académico. En su escrito dicha parte le informó a este 

Tribunal que el foro apelado había dejado sin efecto el dictamen 

aquí apelado, razón por la cual entendía que el recurso debía 

desestimarse por académico. 

Al revisar el expediente ante nuestra consideración, nos 

percatamos de que, en efecto, el 30 de noviembre de 2017, 

notificada el 8 de diciembre de 2017, el foro primario emitió 

Sentencia Parcial Nunc Pro Tunc, en la cual dejaba sin efecto la 

Sentencia del 23 de enero de 2017. Examinada la antes referida 

moción, el 18 de enero de 2018 emitimos una Resolución 

interlocutoria en la que indicamos lo siguiente: 

No Ha Lugar. Véase la Regla 18 del Reglamento de 

este Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 
18.1.2  
 

                                                 
2 Dicha Regla dispone lo concerniente al efecto de la presentación de apelación en 

casos civiles. 
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Mediante Resolución interlocutoria, se le concedió término 

a la parte demanda apelada para presentar su alegato en 

oposición. En cumplimiento con nuestra orden, dicha parte 

compareció mediante escrito titulado Alegato de la Parte Apelada. 

Con el beneficio de la posición de ambas partes, así como de los 

autos originales, procedemos a resolver el presente recurso. 

II 

A 

En nuestro ordenamiento jurídico, la discreción judicial 

permea la evaluación de la evidencia presentada en los casos y 

controversias. Hernández Maldonado v. The Taco Maker, Inc., 181 

DPR 281, 289 (2011); Miranda Cruz y otros v. S.L.G. Ritch, 176 

DPR 951, 974 (2009). Como regla general, un tribunal apelativo 

no debe intervenir con las determinaciones de hechos ni con la 

adjudicación de credibilidad que haya efectuado el juzgador de 

los hechos, ni tiene facultad de sustituir las determinaciones del 

foro primario por sus propias apreciaciones. Dávila Nieves v. 

Meléndez Marín, 187 DPR 750, 771 (2013); S.L.G. Rivera Carrillo 

v. A.A.A., 177 DPR 345, 356 (2009). (Citas omitidas). Weber 

Carrillo v. ELA et al., 190 DPR 688, 724 (2014).  

Ya que un foro apelativo cuenta solamente con "récords 

mudos e inexpresivos" se le debe respeto a la adjudicación de 

credibilidad realizada por el juzgador primario de los hechos. Los 

conflictos de prueba deben ser resueltos por el foro primario. 

S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., supra, pág. 356. 

Por ese principio básico de nuestro derecho, la Regla 42.2 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, establece, que "[l]as 

determinaciones de hechos basadas en testimonio oral no se 

dejarán sin efecto a menos que sean claramente erróneas, y se le 

javascript:searchCita('181DPR281')
javascript:searchCita('181DPR281')
javascript:searchCita('176DPR951')
javascript:searchCita('176DPR951')
javascript:searchCita('187DPR750')
javascript:searchCita('177DPR345')
javascript:searchCita('190DPR688')
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dará la debida consideración a la oportunidad que tuvo el 

tribunal sentenciador para juzgar la credibilidad de los testigos". 

Weber Carrillo v. ELA et al., supra, pág. 725. 

Cónsono con lo antes indicado, nuestra Máxima Curia ha 

señalado que, la determinación de credibilidad del tribunal 

sentenciador debe ser merecedora de gran deferencia por parte 

de los foros apelativos, por cuanto es el juez de instancia quien 

—de ordinario— está en mejor posición para aquilatar la prueba 

testifical desfilada, ya que fue el que oyó y vio declarar a los 

testigos.3 Más aún, el juez ante quien declaran los testigos es 

quien tiene la oportunidad de verlos y observar su manera de 

declarar, apreciar sus gestos, titubeos, contradicciones y todo su 

comportamiento mientras declaran. Estos factores van formando 

gradualmente en su conciencia la convicción en cuanto a si dicen 

la verdad.4 "[L]a declaración de un testigo no contradicho sobre 

un hecho determinado, debe merecer crédito, a no ser que su 

versión sea físicamente imposible, inverosímil o que por su 

conducta en la silla testifical se haga indigno de crédito". (Cita 

omitida). Suárez Cáceres v. Com. Estatal Elecciones, 176 DPR 31, 

67-68 (2009). 

Es por lo anterior que este Tribunal de Apelaciones no 

intervendrá con las determinaciones de hechos, la apreciación de 

la prueba y las adjudicaciones de credibilidad realizadas por el 

tribunal de instancia, salvo que medie prejuicio, pasión, 

parcialidad o error manifiesto. Rodríguez Rosado v. Syntex, 160 

DPR 364, 396 (2003); Argüello v. Argüello, supra, págs. 78-79 

(2001).   

                                                 
3 Argüello v. Argüello, 155 DPR 62, 79 (2001); Pueblo v. Bonilla Romero, 120 DPR 

92, 111 (1987). 

 
4 Argüello v. Argüello, supra, pág. 78. 

javascript:searchCita('176DPR31')
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Por último, como es sabido, “aunque el arbitrio del juzgador 

de hechos es respetable y merece deferencia, no es absoluto”, ya 

que una apreciación errónea de la prueba no tiene credenciales 

de inmunidad frente a la función revisora de un tribunal 

apelativo. Méndez v. Morales, 142 DPR 26, 36 (1996). La 

deferencia antes señalada cede además cuando las 

determinaciones de hechos formuladas por el foro de instancia 

“carezcan de base en la prueba”. Moreda v. Rosselli, 150 DPR 473, 

479 (2000).   

B 

El injunction es un mandamiento judicial expedido por 

escrito, bajo el sello de un tribunal, que requiere a una persona 

que se abstenga de hacer, o de permitir que se haga por otras 

bajo su intervención, determinada cosa que infrinja o perjudique 

el derecho de otra. Ley de 8 de marzo de 1906 (32 L.P.R.A. sec. 

3521). Este remedio provisional o permanente se utiliza para 

hacer efectivo el derecho sustantivo que se está ejercitando en la 

demanda. Véase, además, D. Rivé Rivera, Recursos 

Extraordinarios, San Juan, P.R., Programa de Educación Legal 

Continuada de la U.I.P.R., Facultad de Derecho, 1989. (Cita 

omitida). Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., 174 DPR 409, 

426 (2008). 

Por otro lado, es menester señalar que el injunction es un 

remedio extraordinario que se caracteriza por su perentoriedad, 

por ser una acción dirigida a evitar un daño inminente o a 

reestablecer el régimen de ley conculcado por conducta opresiva, 

ilegal o violenta del transgresor del orden jurídico. Además, por 

su naturaleza de recurso extraordinario, el injunction es de 

carácter discrecional. (Citas omitidas). Id., pág. 426. 

javascript:citeSearch('32LPRA3521',%20'MJPR_LPRA2007')
javascript:citeSearch('32LPRA3521',%20'MJPR_LPRA2007')
javascript:citeSearch('174DPR409',%20'MJPR_DPR')
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Por razón del origen del injunction en las Cortes de equidad 

inglesas, el principio de equidad que gobierna su concesión o 

denegación exige que la parte promovente demuestre la ausencia 

de un remedio adecuado en ley. Se estiman como remedios legales 

adecuados aquellos que pueden otorgarse en una acción por 

daños y perjuicios, en una criminal o cualquiera otra disponible. 

Por consiguiente, mientras exista algún remedio eficaz, completo 

y adecuado en ley, no se considera el daño como irreparable, por 

lo que no procederá conceder el injunction. (Citas omitidas). Id., 

págs. 426-427. 

Dicho de otro modo, con relación a este remedio en equidad, 

constituye un daño irreparable aquel que no puede ser 

adecuadamente satisfecho mediante la utilización de los remedios 

legales disponibles. En dichos casos procede el remedio de 

injunction. Ahora bien, la determinación de lo que constituye un 

remedio apropiado en ley y, por ende, daño irreparable, va a 

depender de los hechos y las circunstancias de cada caso en 

particular. (Citas omitidas). Id., pág. 427. 

El injunction preliminar tiene el propósito de mantener el 

status quo hasta que se celebre el juicio en sus méritos, por lo 

cual la orden de injunction preliminar, ya sea requiriendo un acto 

o prohibiéndolo, evita que la conducta del demandado produzca 

una situación que convierta en académica la sentencia que 

finalmente se dicte, o que se le ocasionen daños de mayor 

consideración al peticionario mientras perdura el litigio. Al 

evaluar la procedencia de un injunction preliminar deben 

evaluarse los siguientes criterios: (1) la naturaleza de los daños 

que puedan ocasionársele a las partes de concederlo o denegarlo; 

(2) la irreparabilidad del daño o existencia de un remedio 
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adecuado en ley; (3) la probabilidad de que la parte promovente 

prevalezca eventualmente al resolver el litigio en su fondo; (4) la 

probabilidad de que la causa se torne académica de no 

concederlo, y (5) el posible impacto sobre el interés público del 

remedio que solicita. (Citas omitidas). Id., págs. 427-428. 

Sin embargo, después del juicio en sus méritos y antes de 

ordenar un injunction permanente, el Tribunal debe tomar en 

consideración, nuevamente, la existencia o ausencia de algún 

otro remedio adecuado en ley. Los factores que se deben tomar 

en consideración para emitir el recurso de injunction permanente 

son: (1) si el demandante ha prevalecido en un juicio en sus 

méritos; (2) si el demandante posee algún remedio adecuado en 

ley; (3) el interés público envuelto; y (4) el balance de equidades. 

(Citas omitidas). Id., pág. 428. 

III 

Por estar relacionados los señalamientos de error antes 

reseñados, los discutiremos de forma conjunta. En esencia, 

debemos determinar si erró el foro apelado al emitir una Orden 

de interdicto y autorizar la construcción de la verja, tal y como 

solicitó la parte demandante apelada en su Demanda.  

En su escrito, la parte demandada apelante sostiene, entre 

otras cosas, que la presente controversia “podía ser adjudicada 

en los méritos luego de ordenarse un deslinde judicial de las 

fincas”.5 

Como es sabido, la acción de deslinde tiene el propósito de 

determinar los linderos confundidos de dos heredades contiguas. 

Zalduondo v. Méndez, 74 D.P.R. 637, 641-642 (1953). Es una 

acción disponible a "todos los propietarios cuyas propiedades 

                                                 
5 Véase, pág. 12 del Alegato suplementario presentado por la parte demandada 

apelante. 

javascript:citeSearch('74DPR637',%20'MJPR_DPR')
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limítrofes tienen confundidos sus linderos por causas naturales, 

accidentes fortuitos o actos voluntarios de tercero, debiendo 

concurrir todos a un solo juicio...". (Citas omitidas). Ramírez 

Quiñones v. Soto Padilla, 168 DPR 142, 157-158, (2006). 

A continuación, resumimos los testimonios que 

demuestran que en el caso ante nos, no existe confusión de 

linderos y por tanto, era improcedente la acción del deslinde. 

Veamos. 

A preguntas de la Lcda. Rivero Marín, el señor Carrasquillo 

Vázquez indicó que residía en el Barrio Cambalache, Camino 

Vidal Rivera, parcela número catorce en el Pueblo de Canóvanas, 

Puerto Rico y que adquirió esa propiedad por compraventa en 

diciembre del 2005. El señor Carrasquillo Vázquez, indicó 

además, que los demandados apelantes son los colindantes del 

lote número trece.6  

El señor Carrasquillo Vázquez procedió a declarar con 

relación a la experiencia que había tenido con la señora Margarita 

Rivera Rodríguez en cuanto a los lotes. Sobre este particular, el 

testigo declaró como sigue:7 

P Okey. Bien. Yo le pregunto, ¿desde que usted 
vive en esa propiedad, qué, si algo, qué experiencia, 
si alguna, usted ha tenido con doña Margarita en 
cuanto [. . .] lo[s] lotes de ustedes? 

 
R Desde el instante en que yo compré la 
propiedad, a partir del segundo mes de yo vivir en la 

propiedad procedí a tirar un tiro de, de plomada 
(fonética), de punto a punto para establecer dónde era 
exactamente la colindancia, pero tenía una 
empalizada de, de palos y alambres de púas en 

conjunto con el esposo de la dama. Cuando tiramos 
la plomada, después tiramos el hijo de punto a punto, 
se establecen los puntos donde estaban, el caballero 
está de acuerdo con la plomada donde cae, la señora 

está en desacuerdo. Comienza una serie de palabras 

                                                 
6 Véase, Transcripción de la Prueba Oral (TPO) del 17 de noviembre de 2016, pág. 

26. 

 
7 Id, págs. 28-30. 
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soeces hacia su esposo, yo me retiro del área, los dejo 
a ellos discutiendo y dejé la situación así porque … 

 
P ¿En qué año? 
 
R Bueno yo compré en el 2005, eso fue en el 2006. 

[…….]  
 
R […] La señora se me acerca en un momento 
dado … 

 
P ¿La señora quién? 
 

R …Margarita Rivera… 
 
[…….]  
 

R … para establecer de que los puntos 
colindantes no están donde van, porque según ella, 
ella alega que uno de los dueños anteriores a la 
propiedad supuestamente movió los puntos de 

colindancia. Dada esta controversia yo contrato al 
señor Néstor Monserrate para verificar si la cabida y 
los puntos de mi propiedad están correcto. Luego de 

esto yo solicito una certificación en el Registro de la 
Propiedad de la finca en su pleno y a través de las 
escrituras y la, y la registración del Registro de la 
Propiedad él procede a hacer la mensura de la, del 

terreno encontrando de que el terreno, mi propiedad, 
o sea, mi propiedad está correcto. Todas las 
colindancias están correctas. 
 

Más adelante, se admitieron como prueba documental de la 

parte demandante apelada, cinco fotografías, las cuales 

mostraban la colindancia en controversia.8 Específicamente, en 

cuanto al Exhibits 2(A), el señor Carrasquillo Vázquez manifestó 

lo siguiente, a preguntas de la licenciada Rivero Marín:9 

P 2A.  Okey. ¿Qué es eso que usted está viendo 

ahí? 
 
R Aquí lo que establecemos es el punto colindante 

de la propiedad, tanto para las señoras como para mí, 
y exactamente se ve el paralelismo que hay de la verja 
de ellos de frente de su propiedad al frente de los 
puntos, del punto de los dos terrenos. Lo que ocurre 

aquí es que ellos movieron su muro en este, en este 
punto colindante tres pies hacia el camino municipal. 
Se metieron dentro del camino. 

 

                                                 
8 Véanse, Exhibits 2(A) al 2(E). 
 
9 Id., págs. 38-40. 
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P Okey. Ahí se ve un pedazo… Muéstrele al 
Tribunal. Ahí se ve un pedazo del muro blanco, 

¿verdad? 
 
R Correcto. 
 

P Esa es la, hasta ahí llega la verja de la señora. 
R Sí. 
 
P Y entonces hay tres palitos. 

 
R Exacto. 
 

P Okey. ¿Qué son esos palitos, qué es eso? 
 
R Esos son puntos marcados… 
 

P ¿Por quién? 
 
R Por, desde que el hermano de ella, según él, 
según la información que ellos nos dan a nosotros… 

[. . .] 
 
R …el hermano de ella, (ininteligible), fue el que 

hizo todos los puntos, estableció los puntos con el 
agrimensor cuando ellos, o sea, su papá o su familia, 
hicieron el desglose de los terrenos, o sea, la 
división… 

[. . .]  
 
R …lo de la división de terreno. Estos puntos los 
establecieron ellos. Desde que yo compré la finca 

estos siempre ha estado allí. 
 
P Okey. Entonces, ¿de esas tres cosas que hay 

ahí? 
 
R El más bajito, el redondo, el redondo ancho es 
el punto colindante de la propiedad. 

 
P ¿Y eso se lo dijo a usted quién? 
 
R Me lo dijo el comprador al que, a quien yo le 

compré la finca… 
[. . .]  
 

R Cuando entra la controversia, que yo solicito los 
servicios del agrimensor, mi agrimensor mide por los 
documentos que se le entregan. 
 

P Ajá. 
 
R No fue que yo le dije esto va allí o allá. A través 

de los documentos.  Y cuando él mide exactamente la 
medida cae ahí en ese punto. 
[. . .]  
 

R No, no. 
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P …no es donde está la ban… el [. . .] lacito o la, 

la cinta, es un tubo. 
 
R El tubo, el tubo redondo que está ahí, el más 
bajito de todos. 

 

De otra parte, como perito de los demandantes apelados, 

testificó el señor Néstor Monserrate Pérez, quien es agrimensor 

hace veinte años.10 El perito indicó, a preguntas de la licencia 

Rivero Marín, que el señor Carrasquillo Vázquez lo llamó para que 

verificara unos puntos de su finca y al medir encontró que “la 

cabida de la finca había, uno de los puntos de colindancia, corría 

un poco más hacia la finca [. . .] de la demandada”.11 

Por otro lado, haciendo alusión a los Exhibits núm. 6 y 7 

de la parte demandante apelada, el perito indicó que las cabidas 

que mostraba la Certificación del Registro de la Propiedad 

(Exhibit núm. 4 de la parte demandante apelada) concordaban 

tanto con el ‘plot plan’ como con el estudio de título de la finca 

del señor Carrasquillo Vázquez.12 

Un análisis del testimonio del perito de la parte 

demandante apelada, el cual le mereció credibilidad al Juzgador 

de los hechos, demuestra que en este caso no hay confusión de 

linderos. Como vimos, según el perito indicó, las cabidas que 

mostraban la Certificación del Registro de la Propiedad 

concordaban con el ‘plot plan’, así como con el estudio de título 

de la finca del señor Carrasquillo Vázquez. Ello quedó demostrado 

no solo con el testimonio del perito de la parte demandante 

apelada, sino también con la prueba documental desfilada 

durante el Juicio en su Fondo. 

                                                 
10 Las partes estipularon la capacidad del perito. (TPO del 2 de diciembre de 2016, 

pág. 19.) 
 
11 Id., pág. 20. 

 
12 TPO del 2 de diciembre de 2016, págs. 31-32. 
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A pesar de lo que se le ha informado a la parte demandada 

apelante en cuanto a la cabida de la finca, dicha parte no ha 

querido aceptar la colindancia. De hecho, conforme surge del 

testimonio del perito, en un principio cuando este fue a realizar 

la mensura a solicitud de la parte demandante apelada, también 

se reunió con los demandados apelantes y estos acordaron dónde 

es que iba el punto. Cuando el perito procedió a marcar unas 

varillas para que el señor Carrasquillo Vázquez  pudiera 

establecer su verja, en ese momento, la señora Rivera Rodríguez 

dijo que ese no era el punto.13 Incluso, el perito testificó también 

que se ha reunido en el predio en controversia con un ingeniero 

y un agrimensor para tratar de “cuadrar esa situación” y “los 

otros agrimensores e ingenieros, pues han decidido con ellos [los 

demandados apelantes] establecer un punto en la colindancia, y 

en ese momento ella está de acuerdo (la señora Rivera Rodríguez], 

pero después cambia”.14 

Además de lo antes indicado, cabe resaltar que, el 

testimonio de la señora Rivera Rodríguez fue uno contradictorio. 

Durante el contrainterrogatorio, la señora Rivera Rodríguez, 

haciendo alusión al Exhibit núm. 2(A) de la parte demandante 

apelada, manifestó que el tubo que aparece en la foto marcaba la 

colindancia entre las dos parcelas. Específicamente, la señora 

Rivera Rodríguez testificó que: “ese tubo era el punto de la 

colindancia mía y de la hermana mía, que es la finca que compró 

el señor Carrasquillo”. Testificó además que, el tubo “no está en 

el sitio como [. . .], como está, porque te estoy hablando de 

muchos años. Te estoy hablando desde los años 70 por allá”.15 Es 

                                                 
13 Id., págs. 22-24.  

 
14 Id., pág. 25.  
15 Id., págs. 99-100. 
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decir, la señora Rivera Rodríguez, a preguntas de la licenciada 

Rivero Marín expresó que el tubo era el punto entre las dos fincas, 

pero no donde el tubo estaba ahora.16 La señora Rivera Rodríguez 

no sabía quién había colocado el tubo donde estaba ahora.17  

Ahora bien, durante el recontrainterrogatorio, a preguntas 

nuevamente de que quién había movido el tubo, esta contestó que 

“el tubo siempre permaneció donde se puso, donde lo, se puso 

desde el principio con el ingeniero Soto”.18 Es decir, por un lado 

la señora Rivera Rodríguez niega que el tubo esté donde estaba 

en un principio en los años setenta y por otro lado, acepta que el 

tubo que marca la colindancia está donde se colocó desde un 

principio. 

Otra de las contradicciones que surgió durante el 

contrainterrogatorio de la señora Rivera Rodríguez fue cuando 

hizo referencia al Exhibit 2(A). En un principio, esta indicó que 

desconocía quien había colocado el tubo,19 para más adelante 

aceptar que fue el Ingeniero José Soto.20 La señora Rivera 

Rodríguez se contradijo también al indicar que el tubo no está allí 

hace años21 y luego indicó que ese tubo “se puso cuando me 

entregaron a mí la finca” [. . .] “en los años 70”.22 

En fin, luego de un ponderado análisis de la transcripción 

de la prueba oral, así como de los autos originales del caso, 

colegimos que con relación a la acción de deslinde, la prueba 

                                                 
 
16 Id., pág. 105. 
 
17 Id., pág. 106. 

 
18 Id., pág. 108. 

 
19 Id., págs. 99 y 102. 
 
20 Id., págs. 104 y 108. 
21 Id., pág. 101. 
 
22 Id., pág. 104. 
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desfilada ante el foro primario demostró que, en este caso, no 

estamos ante una confusión de linderos de dos heredades 

contiguas. Por tanto, no erró el foro primario al conceder la acción 

de deslinde. 

Por otro lado, sostiene también la parte demandada 

apelante que erró el Tribunal de Primera Instancia en su 

apreciación de la prueba al ordenar la construcción de la verja o 

muro para separar los predios cuando el perito de la parte 

demandante apelada manifestó durante su contrainterrogatorio 

que el plano que este había utilizado para guiar su mensura 

mostraba la parcela de la parte demandada apelante con una 

cabida de seiscientos (600) metros cuadrados menor a la 

certificada por el permiso de segregación otorgado por la Junta 

de Planificación para ambas fincas presentado en evidencia por 

la demandada. 

En cuanto a la cabida que mostraba el plano utilizado por 

el perito para llevar a cabo la mensura de la propiedad de la parte 

demandante apelada, este testificó lo siguiente:23 

P [. . .] Le pregunto si del plano surge, de este 
plano surge alguna mención de cabida en alguna 
nota, de esas dos parcela[s]. 

 
R Sí, tiene dos cabidas. 
 
P ¿Dónde están? No digo, no digo que usted la 

compute. Que si tiene una nota con cabida. 
 
R Hay una cabida aquí y una cabida aquí. 

 
P Okey. La tiene… Bien. ¿Qué cabida, qué cabida 
anuncia para la parcela de su cliente? 
 

R Cinco mil doscientos ochenta punto noventa y 
un metros cuadrados. 
 

P Okey. Dice “5,280.91”. ¿Qué cabida anuncia 
para la parcela 13. 
 

                                                 
23 Id., págs. 39-40. 
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R Cuatro mil setenta punto doce metros 
cuadrados. 

 
P ¿4,070 o 4670? 
 
R “4,070” dice lo que estoy leyendo. 

 

Más adelante, el señor Monserrate Pérez declaró con 

relación a una resolución aprobando plano de inscripción de la 

Junta de Planificación con fecha del 16 de julio de 1974.24 En 

cuanto a la referida prueba documental, el perito manifestó lo 

siguiente a preguntas del licenciado Jones Martínez:25 

P Examínelo brevemente e indíqueme si la 
parcela de su cliente aparece mencionada como 
segregada, aprobando su inscripción con la cabida 
que usted ha mencionado correcta según el plano que 

usted tiene. De la parcela número catorce, dígame si 
indica número, el número que usted ha, corresponde 
exactamente con el que usted tiene en su plano. 

 
R Eso es así. 
 
P Dígame si es cierto o no que no corre, que el 

plano que aprobó la inscripción, la cabida que 
aparece en ese documento es seiscientos metros 
cuadrados mayor que lo que dice el plano que usted 
tiene. ¿Qué cabida indica la parcela número trece? 

 
R 4,670. 
 

P Permiso para entregarle el plano al ingeniero. 
Okey. ¿Cuatro mil…? 
 
R 670.12. 

 
P Permiso para acercarnos nuevamente. ¿Qué 
dice el plano que usted, preparado en el 82 que se 
desconoce quién lo preparó? 

 
R Dice “4,070”. Pero ese número está medio 
borroso. 

 

Si bien es cierto que la resolución de aprobación del plano 

de inscripción mostraba una cabida de seiscientos (600) metros 

cuadrados menor en el lote de los demandados apelantes, en 

comparación al plano que utilizó el perito en la mensura del Lote 

                                                 
24 Véase, Exhibit núm. 1 de la parte demandada apelante. 

 
25 TPO del 2 de diciembre de 2016, págs. 44-45. 
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14, ello, no implica que la cabida de la finca de la parte 

demandante apelada (Lote 14) esté errónea. De hecho, la cabida 

de la finca de la parte demandante apelada, según la Resolución 

de Aprobación del Plano de Inscripción coincide con la cabida del 

plano que utilizó el perito para realizar la mensura de la finca.  

Lo anterior demuestra que con relación a la finca de la parte 

demandante apelada (Lote 14), tanto la prueba testifical, así como 

la documental, están conforme a la Resolución de Aprobación del 

Plano de Inscripción. Por lo que, una vez más, vemos que no 

existe controversia en cuanto a la cabida de la finca de la parte 

demandante apelada. 

De otra parte, arguye además, la parte demandada apelante 

que erró el foro primario en su apreciación de la prueba al ordenar 

la construcción de la verja o muro para separar los predios 

cuando el perito de la parte demandante apelada manifestó 

durante su contrainterrogatorio, que el plano que este había 

utilizado para guiar su mensura no tenía fecha ni firma de quien 

lo preparó. 

De entrada, al examinar el plano al cual hace referencia la 

parte demandada apelante en su señalamiento de error, nos 

percatamos de que el mismo tiene fecha del 4 de febrero de 1982, 

contrario a lo argüido por dicha parte.26 Además, el perito expresó 

que el plano fue preparado el 4 de febrero de 1982.27 Ahora bien, 

en cuanto al plano de inscripción utilizado para llevar a cabo la 

mensura, el perito manifestó durante el contrainterrogatorio que 

                                                 
26 Véase, Exhibit núm. 8 de la parte demandante apelada. 
 
27 Id., pág. 38. 

 



 
 

 
KLAN201700302 

 

22 

no sabe quién lo preparó y que se utilizó con el propósito de 

demostrar las dimensiones de la parcela.28  

Al examinar el plano utilizado por el perito, pudimos 

constatar que del mismo no surge el nombre ni la firma de la 

persona que realizó el mismo. Sin embargo, a pesar de que la 

parte demandada apelante hace el referido señalamiento, esta no 

discute en su escrito de qué forma dicha omisión afecta el 

resultado de la mensura llevada a cabo por el perito de la parte 

demandante apelada. Colegimos que, aunque dicho plano debió 

contener la firma de la persona que lo preparó, en este caso en 

particular, tal omisión resulta inconsecuente. Ello pues, como 

dijéramos, la cabida de la finca de la parte demandante apelada 

(Lote 14), según la Resolución de Aprobación del Plano de 

Inscripción coincide con la cabida del plano que utilizó el perito 

para realizar la mensura de la finca.  

En vista de que ya resolvimos que en este caso era 

improcedente una acción de deslinde, resta por determinar si el 

injunction era el remedio en ley adecuado para la resolución de la 

presente controversia. Veamos. 

Como dijéramos, al evaluar la procedencia de un injunction 

preliminar debemos evaluar los siguientes criterios: (1) la 

naturaleza de los daños que puedan ocasionársele a las partes de 

concederlo o denegarlo; (2) la irreparabilidad del daño o existencia 

de un remedio adecuado en ley; (3) la probabilidad de que la parte 

promovente prevalezca eventualmente al resolver el litigio en su 

fondo; (4) la probabilidad de que la causa se torne académica de 

no concederlo, y (5) el posible impacto sobre el interés público del 

remedio que solicita. (Citas omitidas). Id., págs. 427-428. 

                                                 
28 Id., pág. 35. 
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Adelantamos que, al examinar los hechos ante nuestra 

consideración, a la luz de los criterios antes citados, concluimos 

que en este caso, procedía la concesión del remedio interdictal 

solicitado.  

En cuanto a la naturaleza de los daños, surge de la 

transcripción de la prueba oral que la parte demandante apelante 

teme por su seguridad física, ello queda evidenciado cuando el 

señor Carrasquillo Vázquez testificó que la señora Rivera 

Rodríguez puede verlo desprevenido y agredirlo.29 El señor 

Carrasquillo Vázquez manifestó además que, la parte demandada 

apelante no le permite ni siquiera limpiar el predio de terreno que 

está dentro de su propiedad. Sobre este particular, el testigo 

indicó, a preguntas de su abogada, lo siguiente:30 

P ¿Cómo [. . .] ellos se lo impiden? 
 

R Ellos vienen, primero, la primera que sale con 
agresividad es la señora. La señora viene con machete 
en mano, [. . .], que si “llévame a la corte”, que si “yo 
estoy loca”, que si “yo soy paciente psiquiátrica”. 

 

El señor Carrasquillo Vázquez testificó también que sus 

hijos31 han tenido que presenciar situaciones entre estos y los 

demandados apelantes. Con relación a uno de los incidentes en 

el cual su hijo menor presenció, el señor Carrasquillo Vázquez 

contestó lo siguiente a preguntas de su abogada: 

P ¿Alguno de ellos ha tenido, ha visto alguna 
situación entre ustedes? 
[. . .] 

 
P Entres [sic] ustedes me refiero a doña 
Margarita. 
 

R La mayoría de las veces sí. La más reciente fue 
la última, que tuve que radicar la orden de acecho en 
contra de la señora cuando ella se puso agresiva 

                                                 
29 TPO del 17 de noviembre de 2016, pág. 45. 

 
30 Id., pág. 45. 
31 El señor Carrasquillo Vázquez indicó que tiene tres hijos, “una de 15, una de 

13 años y uno de 12”. (TPO del 17 de noviembre de 2016, pág. 47). 
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delante de mi persona y delante de mi hijo menor. Eso 
en el frente de la casa, justamente donde está el 

problema del punto. Y entonces pues ella sacó un 
machete, el nene se nos puso bien nervioso. Ella entró 
en mi terreno, me arrancó las matas que yo tenía 
sembrada, las tiró para la calle y me amenazó. Me 

dijo: “Ah, ahora es que tú me vas a respetar a mí” y 
se fue corriendo para su casa. Qué fue a buscar, yo 
desconozco. En ese momento yo llamé a la policía y la 
denuncié. 

 
P Okey. Y ahí hubo una orden de protección. 
 

R Hubo una orden de protección, claro que sí. 
 
P Okey. Ya se venció. 
 

R Ya se venció, el día 4 de noviembre. 
 
P Okey. Y esa, para obtener esa orden de 
protección, eso fue mediante una estipulación que 

ellos aceptaron que se diera la orden. 
 
R Exacto. Cuando fuimos a la, al Tribunal 

Municipal ellos se allanaron a la, a los hechos que 
ocurrieron allí y procedió la orden de protección. 
 

Por otra parte, el Exhibit núm. 5 de la parte demandante 

apelada consistió de ocho documentos32, entre estos, órdenes de 

protección al amparo de la Ley Núm. 284 de 21 de agosto de 1999, 

conocida como la Ley Contra el Acecho en Puerto Rico y Petición 

Sobre Derechos de Personas de Edad Avanzada bajo el palio de la 

Ley Número 121 del 12 de julio de 1986, según enmendada. 

Ninguna de las Querellas presentadas por la parte demandada 

apelante fueron adjudicadas a favor de dicha parte. Sin embargo, 

las órdenes de protección solicitadas por la parte demandante 

apelante, sí le fueron concedidas.  

El señor Carrasquillo Vázquez expresó también como se 

sentía con relación a todos estos incidentes acaecidos entre las 

partes. Sobre este particular, expresó como sigue:33 

                                                 
32 Varios de estos documentos fueron enumerados en la alegación número 5 de la 
Demanda. Durante el Juicio en su fondo, el licenciado Jones Martínez dio por 

probadas dicha alegación. (TPO del 17 de noviembre de 2016, pág. 55). 
33 TPO del 17 de noviembre de 2016, págs. 66-67. 
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P Okey. Don William, en toda esta situación ya 
usted nos explicó que lo tiene… ¿Cómo usted se 

siente? 
 
R No, no, esto a mí me tiene mal. Me tiene en 
estrés, me tiene agotado, o sea. Me tiene en un 

desespero porque es que, o sea, ya no aguanto más la 
situación. O sea, cada vez que yo trato de hacer algo 
en mi terreno que yo tengo que pagar todos los meses, 
o sea, la señora tiene que ver con el asunto.  Si no me 

grita por la ventana… Una vez yo estuve sembrando 
en ese predio de terreno a gritarme: “Está bonita esa 
reja ahí, ¿verdad? Qué bueno está eso ahí”, gritando 

por las ventanas. Inclusive los hijos de la dama que 
está sentada allí, que es su hija, les gritan a mis hijos 
por la ventana también. Y se ponen a sacar fotos cada 
vez que yo estoy haciendo algo.  Ellos tienen que tener 

un sinnúmero de fotografías y videos míos, porque 
cada vez que yo estoy haciendo algo ahí ellos están 
sacando fotos, que yo entiendo que sin mi 
autorización eso es ilegal, y videos de todo, o sea. Y 

ya es un hostigamiento constante. 
 
P Okey. ¿Si se le permite a usted poner la verja, 

cómo usted piensa que eso va a ayudar la situación? 
 
R Bueno, por lo menos se demarca el área. Se 
delimita, lo que es de ellos, lo que es mío es mío. Yo 

trato de hacer la del frente también. Ya no tengo la 
situación de los perros porque si los quieren dejar 
sueltos y no los quieren velar, pues… Eso van a estar 
en la calle donde ya no me impide a mí. Y si ella 

continúa con su situación pues de la verja para acá 
no puede pasar. O sea, ni me puede agredir ni me 
puede… A menos que sea, verdad, claro, con un arma 

de fuego. Pero fuera de eso pues ya ella no puede 
penetrar mi propiedad. 
 

Como vimos, del testimonio del señor Carrasquillo Vázquez 

surge que este teme por su seguridad. No albergamos duda de 

que estas acciones en contra de la parte demandante apelada 

atentan tanto contra la vida y la seguridad de este como la de su 

familia. La prueba desfilada durante el Juicio en su fondo 

demostró que han acontecido varios eventos en los que el señor 

Carrasquillo Vázquez tuvo que recurrir al Tribunal en busca de 

órdenes de protección, las cuales le han sido concedidas. Estos 

sucesos han ocurrido en ocasiones en presencia de sus hijos.  
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El señor Carrasquillo Vázquez entiende que de permitírsele 

levantar la verja, ello, evitaría que la parte demandada apelante 

entrara a su propiedad y a su vez, que la señora Rivera Rodríguez 

lo pueda agredir. Todo lo antes indicado coincide con el primer 

criterio al evaluar si procede o no el injunction: “la naturaleza de 

los daños que puedan ocasionársele a las partes de concederse o 

denegarse el interdicto”. 

En cuanto a los criterios sobre: (1) la irreparabilidad del 

daño y, (2) la probabilidad de que la causa se torne académica de 

no conceder el remedio, concluimos al igual que el foro primario, 

es decir, “existe la probabilidad de que si se le permite a la parte 

demandada continuar el incumplimiento de las leyes y 

obligaciones, los demandantes sufran daños irreparables y de 

que para cuando se conceda el remedio ya haya pasado alguna 

desgracia”. No podemos pasar por alto que, la señora Rivera 

Rodríguez ha amenazado al señor Carrasquillo Vázquez con un 

machete34.  

Por otro lado, con relación al criterio relacionado a la 

“probabilidad de que la parte promovente prevalezca 

eventualmente al resolver el litigio en su fondo”, aclaramos que, 

conforme quedó previamente establecido, en el caso ante nos, no 

existe controversia en cuanto a la cabida de la finca perteneciente 

al señor Carrasquillo Vázquez. Es decir, en este caso no hay 

confusión de linderos. 

                                                 
34 De las Determinaciones de Hechos de la Orden de Protección Ex Parte (Caso 
núm. NCOPA 2016-368) expedida a favor del señor Carrasquillo Vázquez surge lo 

siguiente:  

 

Las partes son vecinos y en el pasado han tenido problemas de 

colindancia. El domingo y lunes pasado, el peticionado [Juan 

Millán] le profirió palabras soeces e insultó al peticionario [William 
Carrasquillo Vázquez]. En el día de hoy la peticionada amenazó al 

peticionario con un machete. 
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Nos llama la atención el hecho de que a pesar de que otros 

agrimensores han medido la propiedad de la parte demandada 

apelante, ninguno compareció al Juicio en su fondo. Sobre este 

particular, el señor Millán Fuentes, a preguntas del licenciado 

Jones Martínez, contestó lo siguiente:35 

P [. . .]. Y le pregunto, ¿cuándo usted contesta a 
preguntas de la [. . .] compañera que el punto no es 
el que se muestra en la foto, que es otro distinto que 

queda seis metros más para, seis pies [. . .] más para 
adentro en la finca del vecino, cómo es que usted sabe 
eso? 
 

R Porque en las otras medidas que han dado, han 
dado todos los que miden. . . 
 
P Agrimensores. 

 
R . . .los agrimensores han medido siempre han 
dado allí por el punto. 

[. . .] 
 

REDIRECTO 
 

POR LA LCDA. RIVERO: 
 
P ¿Cuáles agrimensores? 
R Ay, yo no sé. Yo, yo retengo no muchos 

nombre[s]. 
 

Finalmente, en cuanto al último criterio a ponderar al 

determinar si procede conceder o denegar un recurso de 

injunction, a saber, el “posible impacto sobre el interés público del 

remedio que se solicita”, concluimos que también se cumple el 

mismo. Al igual que el Tribunal de Primera Instancia, entendemos 

que de la prueba presentada por la parte demandante apelada 

surge el impacto adverso que les representa el incumplimiento de 

las leyes por parte de los demandados apelantes sobre el 

bienestar y calidad de vida de estos y de sus tres hijos menores 

de edad. 

                                                 
35 TPO del 2 de diciembre de 2016, pág. 120. 
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Por último, sostiene la parte demandada apelante que erró 

el foro de primera instancia “en su apreciación de la prueba 

ordenando la construcción de la verja o muro para separar los 

predios [. . .] en adición a la existencia de signos aparentes de una 

colindancia prexistente consistente de una empalizada 

construida por un dueño anterior al demandante en un lugar 

distinto a la colindancia propuesta por el demandante”. 

Al leer detenidamente el escrito apelativo de la parte 

demandada apelante, nos percatamos de que dicha parte no 

discute ni fundamenta el antes referido señalamiento de error. 

Por consiguiente, la parte demandada apelante no nos puso en 

posición de acoger su planteamiento.  

En resumen, en vista de todo lo antes indicado, resulta 

forzoso concluir que los errores antes señalados no fueron 

cometidos por el foro de instancia. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Sentencia apelada. Consecuentemente, se ordena la continuación 

de los procedimientos ante el Tribunal de Primera Instancia. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


